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1. Los viejos y nuevos protagonistas del período

     El período que transcurre entre 1955 y 1962 modificó sustancialmente la situación de la energía eléctrica en el país. Tras la caída de Perón las sucesivas administraciones gobiernos militares y civiles hicieron hincapié en la gravedad del déficit energético existente e intentaron diferenciarse del gobierno anterior a través de medidas más radicales.

     Según un informe de la CEPAL de 1956, el déficit de energía eléctrica alcanzaba los 400.000 kwh. y se concentraba en particular en el Gran Buenos Aires
. El aumento de la población en los últimos censos, tanto a nivel nacional (de 15 a 20 millones de personas) como de la provincia de Buenos Aires (de 4 a 6 millones de personas) planteaba nuevos desafíos
. Con diversos instrumentos, las autoridades lograron aumentar la producción de energía entre 1955 y 1962, de 5.904 a 8.756 millones de kwh. Este incremento no parece haber sido suficiente para cubrir las necesidades del consumo, como se advierte por el fuerte crecimiento de la autoproducción que pasó de 22 % en 1955 a casi el 36% de la producción total en 1962.

     La generación de la energía eléctrica dependió mayoritariamente de las centrales termoeléctricas (más del 87 %) aunque la participación de las hidroeléctricas se incrementó, llegando al 12 % en 1962.
    La participación de la industria en el consumo eléctrico total bajó significativamente (pasando de un 43% a un 28 %), lo que podría explicarse por diversos factores. En primer lugar por el avance de las ramas dinámicas (metalmecánica, químicas y automotrices) que no necesitaban cantidades tan grandes de energía para su proceso productivo como las del papel o el azúcar, lo que implicó un descenso en las cantidades absolutas consumidas por el sector. Este avance coincidió con la participación creciente de subsidiarias de empresas extranjeras
. En segundo lugar por el rápido crecimiento del consumo domiciliario y comercial (que alcanzó un pico del 52% en 1962) debido a la mayor utilización de productos electrodomésticos. Y otro tanto por el incremento del los “Otros” que incluía el consumo de las dependencias oficiales y el alumbrado público. Finalmente, no puede dejarse de lado la influencia de la autoproducción, que tuvo lugar precisamente, entre los grandes establecimientos industriales. 

     En este período el escenario de las empresas y organismos que operaban en el sector registró importantes cambios: uno fue la creación de una sociedad mixta, SEGBA, con la participación del Estado nacional, CADE y CEP, que apuntaba a resolver el déficit de electricidad del Gran Buenos Aires, dejando en pie a una sola de las grandes empresas de capitales privados (CIAE). Asimismo, el importante crecimiento de AyEE y las empresas provinciales EPEC (Empresa Provincial de Energía de Córdoba), DPESF la (Dirección Provincial de Energía de Santa Fe) y DEBA (Dirección de Energía de Buenos Aires). Finalmente, el dinamismo de las cooperativas eléctricas, que tuvo lugar sobre todo, en los centros urbanos más pequeños.

   Agua y Energía Eléctrica (AyEE) aumentó fuertemente su participación en la producción nacional de energía eléctrica, pasando de un 11 % a un 41 % entre 1955 y 1962. Este importante avance se produjo por un lado por la compra de las instalaciones de ANSEC en 1959 y de SUDAM en 1962, y por el otro lado por el traspaso a AyEE de los catorce partidos del noroeste del Gran Buenos Aires, más tarde serían transferidos a SEGBA. 

    La empresa SEGBA a partir de su creación oficial en 1958 ocupó el segundo lugar detrás de AyEE (con un promedio de 32 % de la generación total).
    La única empresa privada que se mantuvo, la CIAE, continuo operando en el seguro sector de la ciudad de Buenos Aires, aunque fue reduciendo paulatinamente su participación en la generación (descendió de un 15 % a 12 % entre 1955 y 1962). 

    Las empresas provinciales de energía eléctrica, EPEC en Córdoba, DPESF en Santa Fe y DEBA en Buenos Aires, creadas en la etapa peronista, aumentaron su participación de un 3 % a un 5% entre 1958 y 1962.

    Este escenario se completa con las cooperativas eléctricas que lograron casi triplicar la producción (de 125 a 350 millones de kwh.) pasando de un 0,6 % a un 4% entre 1955 y 1962 (ver cuadros 1, 2, 3, 4 y 5).

Cuadro 1: Producción y potencia instalada de energía eléctrica en la Argentina entre 1955 y 1962 

	
	Producción (en millones de kwh.)
	Potencia instalada (en miles de kw.)

	Años
	Total
	Térmica
	%
	Hidro
	%
	Total
	Térmica
	%
	Hidro
	%

	1955
	5.904
	5.588
	94,6
	316
	5,3
	1.622
	1.525
	94
	47
	5,9

	1958
	7.374
	6.709
	90,
	665
	9
	2.178
	1.918
	88
	260
	11,9

	1960
	7.862
	s/d
	
	s/d
	
	2.286
	s/d
	
	s/d
	

	1962
	8.756
	7.652
	87,3
	1.104
	12,6
	2.649
	2.316
	87,4
	333
	12,5


Fuentes: elaboración propia a partir de CONADE (1962), Mapas y estadísticas de la República Argentina, Buenos Aires, Secretaria de Energía de la Nación. www.energia3.mecon.gov.ar, información de mercado / mercado eléctrico / publicaciones / informe estadístico del sector eléctrico y Secretaria del Estado de Energía y Combustibles, Dirección Nacional de Energía y Combustibles, Departamento de Estadística, Anuarios Estadísticos, (1958 – 1962).

Cuadro 2: Producción de energía eléctrica discriminada por empresas a nivel nacional entre 1955 y 1962 (en  millones de Kwh.)
	Año
	Total
	AyEE
	%
	CADE/

SEGBA
	%
	CIAE
	%
	Emp. Prov.
	%
	Coop
	%
	Otros
	%

	1955
	5.904
	667
	11,2
	3.181
	53,9
	895
	15,1
	s/d
	
	125
	0,6
	s/d
	

	1958
	7.374
	2.428
	32,9
	2.217
	30
	1.069
	14,4
	263
	3,5
	225
	3
	1.172
	15,8

	1960
	7.862
	3.216
	40,9
	2.715
	34,5
	1.002
	12,7
	351
	4,4
	305
	3,8
	273
	3,4

	1962
	8.756
	3.653
	41,7
	2.965
	33,8
	1.061
	12,1
	446
	5
	350
	3,9
	281
	3,2


Aclaraciones: En Emp. Prov. se incluyen a las empresas provinciales de energía: Empresa Provincial de Energía de Córdoba (EPEC), la Dirección Provincial de Energía de Santa Fe (DPESF) y la Dirección de Energía de Buenos Aires (DEBA). SEGBA empezó a prestar servicios a partir de septiembre de 1958, las cifras anteriores corresponden a sus antecesoras CADE y CEP. En otros se incluyen las usinas particulares, municipales y las de los grupos de capitales extranjeros SUDAM (Intercontinents Power Company) y ANSEC (EBASCO).

Fuente: Elaboración propia a partir de Agua y Energía Eléctrica (1971),  Evolución de la energía bruta generada por Agua y Energía Eléctrica en todo el país, Buenos Aires,  Memorias y balances de SEGBA (1955 – 1962), Memorias y balances de CIAE (1955 – 1962), Secretaria del Estado de Energía y Combustibles, Dirección Nacional de Energía y Combustibles, Departamento de Estadística, Anuarios Estadísticos, (1958 – 1962) y CONADE (1962), Mapas y estadísticas de la República Argentina, Buenos Aires.

Cuadro 3: Energía eléctrica generada por autoproducción a nivel nacional entre 1955 y 1962 (en millones de kwh)

	Año
	Autoproducción
	Producción total

nacional
	% sobre total

 producc. nacional

	1955
	1.300
	5.904
	22

	1958
	2.000
	7.374
	27,1

	1960
	2.594
	7.862
	32,9

	1962
	3.131
	8.756
	35,7


Fuente: CONADE (1965), Plan nacional de desarrollo, Buenos Aires.

Cuadro 4: Producción y consumo de energía eléctrica por actividad a nivel nacional entre 1955 y 1962 (en millones de kwh.)

	Años
	Producc.

total
	N°

índice
	Consumo

total
	N°

 índice
	Industrial
	%
	Resid. y 

comercial 
	%
	Otros
	%

	1955
	5.904
	100
	4.731
	100
	2.075
	43
	2.129
	45
	527
	11

	1958
	7.374
	124
	6.962
	147
	2.605
	37,4
	2.839
	40,7
	1.518
	21,8

	1962
	8.756
	148
	6.953
	146
	1.985
	28,5
	3.668
	52,7
	1.300
	18,6


Aclaración: Las cifras totales de consumo de energía eléctrica son menores a las de producción en razón de las pérdidas de transporte. En otros se incluye a las dependencias oficiales, alumbrado público y tracción.

Fuente: Elaboración propia a partir de Secretaria del Estado de Energía y Combustibles, Dirección Nacional de Energía y Combustibles, Departamento de Estadística, Anuarios Estadísticos, 1958 – 1962, sin autor (1962), “La electrificación argentina. Historia, evolución, proyecciones”, en Techint, septiembre – octubre 1962, número 130, Buenos Aires y Manzur, Lidoro (1963),  Estudios de la energía eléctrica en argentina, Editorial de la Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza, Buenos Aires.

Cuadro 5: Producción de electrodomésticos en 1954 y 1965
	
	1954
	1965

	Producto
	En unidades
	En unid

	Heladeras
	83.600
	204.224

	Lavarropas
	71.128
	117.291


Fuente: Censo industrial de 1954 y CONADE (1965), Plan nacional de desarrollo, Buenos Aires.
2.  “Libertadores” y desarrollistas: los cambios en las políticas públicas hacia el sector energético  

    El breve gobierno de Lonardi y el posterior de Aramburu contaron para el diseño de sus políticas con el asesoramiento económico de Raúl Prebisch, quien había adquirido ya un gran renombre al frente de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL), y se ocupó de elaborar tres informes sucesivos, presentados entre 1955 y 1956
. El tercero, conocido bajo el nombre de “Plan de restablecimiento económico” tuvo una gran influencia, tanto en el ámbito gubernamental como en el de la opinión pública, y si bien generó una áspera polémica, fue adoptado como marco referencial de la política económica por las nuevas autoridades
.

     En líneas generales el Plan combinaba algunos principios de las nuevas doctrinas con un programa más ortodoxo de estabilización y liberalización. Esta fue la línea seguida, aunque con vacilaciones y de modo oscilante. Los instrumentos que el Estado tenía para intervenir (el IAPI y el manejo de los depósitos bancarios) empezaron a ser desmontados como parte de la “desperonización”
. Se devaluó el peso y el sector agrario lo recibió como un importante estímulo. Se aprobó el ingreso de la Argentina al Fondo Monetario Internacional (FMI) y al Banco Mundial, y se obtuvo la ayuda de estos organismos para los problemas inmediatos
.

     Específicamente con respecto al sector energético Prebisch planteaba que para producir más energía eléctrica era necesario incrementar la producción de combustibles y por ende del petróleo, porque la mayor parte de la generación estaba concentrada en las centrales termoeléctricas.

     También el economista consideraba que el principal problema era el Gran Buenos Aires ya que consumía alrededor del 70 % de la electricidad de todo el país y era la zona donde la deficiencia del servicio se evidenciaba más claramente
.

     Las medidas que recomendaba para el sector se dividían en tres: las inmediatas, las mediatas y los estudios a aplicar luego de 1960.

     Con respecto a las primeras se destacaba la aceleración en la construcción de las líneas de transmisión de la usina de San Nicolás y de las obras de interconexión que permitirían al Gran Buenos Aires disponer de mayor energía eléctrica. Asimismo consideraba urgente la pronta importación de grupos electrógenos y unidades integrales de rápida instalación y la necesidad de tomar medidas drásticas para la racionalización del uso de la corriente eléctrica

     En lo referente a la segundo tipo de medidas, Prebisch sugería la ampliación de las instalaciones de Puerto Nuevo y un mayor control estatal a las empresas privadas de servicios públicos, principalmente de la CADE, dado que adeudaba al Estado 530 millones.

     El tercer tipo de medidas a aplicar luego de 1960 tenían que ver con el estudio del proyecto de Salto Grande, Cuenca del Paraná y la utilización de la energía atómica. Sin embargo era omitido nada menos que el proyecto del Chocón - Los Cerros Colorados.

     El Plan Prebisch fue analizado por una Junta Consultiva Nacional, que a mediados de 1956 produjo cinco despachos sobre el problema energético nacional,  en los cuales se pronunció por unanimidad contra las ordenanzas 8.028 y 8.029 haciendo suyo el Informe Rodríguez Conde de 1945 y sus proposiciones.

    Muchas de las medidas planteadas por el economista asesor fueron aplicadas por el nuevo gobierno de manera urgente, por los problemas que había en el sector energético.

     Con respecto de los organismos y empresas estatales en materia energética, la postura de los militares fue la de mantener su continuidad. En la mayoría de los casos los proyectos de la anterior etapa fueron tomados como propios y continuados. Así sucedió con la construcción de la usina termoeléctrica de San Nicolás, las investigaciones en energía atómica y los principales proyectos de hidroelectricidad.

    Como organismo de control de la energía en el ámbito nacional se mantuvo a la Dirección Nacional de Energía (DNE), que funcionaba desde 1943. Su Directorio fue reemplazado y los nuevos integrantes fueron elegidos directamente por Aramburu. El organismo conservó la misión de administrar y disponer del Fondo Nacional de la Energía y la facultad de proponer precios y tarifas. También continuaba con la realización de estudios generales para programar el aprovechamiento de los recursos energéticos e hidráulicos del país.

    De manera similar se mantuvo a la Dirección Nacional de Energía y Combustibles (DNEC)  porque era necesario racionalizar la electricidad en el Gran Buenos Aires pues ya se sabía que en lo inmediato sería imposible ampliar la generación en esa zona. Su director interventor fue Horacio Pozzo, quien estuvo en ese puesto desde octubre de 1955 hasta junio de 1958. Se prosiguió con el objetivo de racionalizar el uso de la energía eléctrica en las industrias, establecimientos comerciales, oficinas y administraciones privadas
.

     La empresa estatal AyEE fueron intervenida y mantuvo sus funciones durante este período. Los directores interventores que se sucedieron fueron Héctor Giusto (22/8 – 23/10/1955), y los ingenieros Carlos Michaud (24/10/1955 – 15/2/1957) y Carlos Mari (16/2/1957 – 17/7/1958).

     Por otra parte el Gobierno consideró fundamental mantener la jurisdicción federal de los servicios eléctricos del Gran Buenos Aires a fin de asegurar su prestación. Su órgano ejecutivo fue una Comisión Mixta Interjurisdiccional que estuvo integrada por representantes del Ministerio de Comercio e Industria de la provincia de Buenos Aires, de la Capital Federal y de la DEMBA por parte de los municipios involucrados
.

     La importante participación de la marina de guerra en el golpe de 1955 y el desempeño de su titular, el contralmirante Isaac Rojas, como vicepresidente, determinaron una fuerte ingerencia de esta fuerza en diversos organismos relacionados con la energía eléctrica
. Así en marzo de 1957 se creó una Comisión Asesora de Planificación Hidroeléctrica (en adelante CAPH) cuyo director era Rojas y sus miembros, ingenieros de la marina con actuación en la esfera nacional como el director de AyEE, ingeniero Carlos Mari, el capitán ingeniero Luis Gianelli, director de la DEMBA, y el capitán de fragata y ex director del mismo organismo, Rodolfo Blutgen
. Las propuestas de usinas y obras siempre se elevaban al Poder Ejecutivo nacional
.

     En la inauguración de la CAPH, Rojas planteó que “una de las mayores preocupaciones del Gobierno Nacional ha sido y es disminuir el extraordinario déficit de energía eléctrica que aqueja al país y es uno de los principales motivos que tienen frenado su desarrollo”
.

     Así es como frente al gran déficit de energía que había en el Gran Buenos Aires,  el Gobierno militar autorizó a AyEE a efectuar un llamado a licitación pública en el país y en el exterior para la construcción de una super central termoeléctrica en la Costanera.  Para facilitar la financiación de esta obra se autorizó la apertura de un crédito hasta la suma de m$n 2.200 millones (79.200 millones de pesos)
.

     En cambio, las empresas privadas de servicios públicos, que durante la etapa peronista recibieron subsidios y créditos oficiales, fueron hostigadas por las nuevas autoridades. Estas cuestionaron la legalidad de la prórroga de las concesiones, tanto de la CADE como de la CIADE,
 pero luego todas las críticas se orientaron hacia la primera, que junto con la CEP, que generaban más del 50% de la electricidad. En 1957 vencía la concesión de la CADE, otorgada en 1936, y el Gobierno Nacional se oponía a la extensión de la misma.  

     En función de los informes de Prebisch y las resoluciones de la Junta Consultiva, que ya marcaban las graves fallas de esta empresa, se optó por conformar una nueva Comisión Nacional Asesora, en abril de 1957, con el fin de determinar la legitimidad de las concesiones eléctricas
. Esta nueva Comisión estuvo integrada por el Procurador General de la Nación, el Procurador del Tesoro y un Auditor General de las Fuerzas Armadas.

     La mencionada Comisión se expidió rápidamente, en julio de ese mismo año, y por decreto nacional se sancionó la nulidad de las ordenanzas 8.028 y 8.029 de 1936 que prorrogaban el servicio y se ordenó la inmediata intervención de la CADE por parte del Ministerio de Comercio e Industria
. Las medidas se aplicaron rápidamente, y la CADE quedó bajo el control de la Aeronáutica. Su interventor fue el comodoro ingeniero aeronáutico Marcelo Aubone Quiroga. Esta designación se produjo porque el ejército consideraba que la participación de la marina en los temas eléctricos era excesiva (control de la Comisión Asesora de Planificación Hidroeléctrica, AyEE y DEMBA). 

     Los concesionarios respondieron con una activa campaña de difusión en diarios, revistas y libros planteando como eje central la nulidad del decreto dictado por Aramburu ya que el Poder Ejecutivo había invadido la órbita del Poder Judicial
. Asimismo planteaban que la Comisión Rodríguez Conde y “sus conclusiones carecían de validez” y remarcaban que “la ordenanza 8.028 fue sancionada con todos los requisitos legales, no es susceptible de ninguna objeción de carácter legal, y es por lo tanto válida e inatacable”
.

     Como consecuencia de esta campaña y ante una demanda judicial que la CADE  inició contra el Gobierno, éste modificó su postura por un decreto de octubre de 1957, en el cual declaró que no había pretensión de sustituir al Poder Judicial, y que estaba previsto acudir ante los tribunales de justicia ante el caso de que la concesionaria disintiera con la declaración de nulidad de la ordenanza
. La solución definitiva se lograría con el gobierno desarrollista.

     Con la asunción del Gobierno de Frondizi en mayo de 1958 se aplicaron los nuevos postulados del desarrollismo para la cuestión energética. A los capitales extranjeros se los consideró como un elemento dinamizador y por eso se eligió el camino de aceptar y promover el aporte del capital privado extranjero en los sectores básicos de la economía nacional, cuyo desarrollo interesaba agilizar.

     El desarrollismo estableció como prioridades el petróleo, la siderurgia, la energía, la química pesada, el aumento de la productividad agropecuaria y la modernización de la infraestructura de transportes
. La primera prioridad fue asignada al petróleo por dos razones básicas: se contaba con reservas ubicadas que garantizaban el inmediato éxito de una política energética de extracción y el peso de la importación de crudo y derivados había llegado a ser tan gravoso que insumía la tercera parte de la capacidad de compra de las exportaciones (entre 1950 y 1958 la balanza de pagos había acusado un saldo desfavorable de 1.427 millones de dólares; mientras que la importación de petróleo en el mismo período había representado 1.688 millones de dólares). Además, se preveía la elevación del consumo de energía, que sería consecuencia de la dinamización del conjunto de la actividad productiva
.

     En este sentido el principal objetivo del Gobierno fue el autoabastecimiento que se alcanzaría en 1962. Para 1959 solo se producían 7 millones de metros cúbicos de petróleo y en 1962 se produjeron 15 millones, con lo cual se abastecía cerca del 95 % de la demanda interna
.

     En materia energética el gobierno modificó radicalmente los órganos encargados de ejecutar las políticas del sector, considerando que las anteriores reparticiones no habían logrado remediar ni proyectar soluciones alternativas al gran déficit energético que padecía el país en general y el Gran Buenos Aires en particular. A mediados de 1958 se creó la Secretaria de Estado de Energía y Combustibles (en adelante SEEC) que ya no dependía más del Ministerio de Comercio e Industria sino que estaba bajo el control directo del Ministerio de Economía. En un escalón inferior estaba la Dirección Nacional de Energía y Combustibles (en adelante DNEC) que reemplazaba a la DNCE y a la DNE que habían funcionado hasta entonces. Luego en la base estaban las empresas estatales AyEE, YPF, Gas del Estado, Energía Atómica y Yacimientos Carboníferos Fiscales
.

     Los principales objetivos de la DNEC eran el estudio y la consideración de los problemas de la energía, con el objeto de procurar la satisfacción adecuada a las necesidades generales del país. Su accionar abarcaba el ámbito nacional y sus principales funciones eran la de policía de servicios públicos de energía, contralor de la producción, distribución, abastecimiento, uso y consumo de energía y combustibles y de productos, implementos o maquinaria de carácter energético. Asimismo la DNEC administraba el Fondo Nacional de la Energía y demás fondos energéticos y su presidencia estaba a cargo del Secretario de Estado de Energía y Combustibles
.

     El primer Secretario de Estado de Energía y Combustibles fue el contador Gregorio Meira, quien se había desempeñado durante el período de Aramburu en el Directorio de la empresa estatal YPF
. Su designación fue una clara imposición de los militares, en particular del ejército, que querían continuar con lo iniciado en la época de la Revolución Libertadora.

     Teniendo en cuenta que hubo en la presidencia de Frondizi una constante presión de los militares (con un total de treinta y cuatro planteos “institucionales”), esta situación también se reflejó en la SEEC, que dependía del Ministerio de Economía
. Frondizi tuvo en el primer año de mandato como ministro de Economía a Emilio Del Carril, pero las continuas presiones de los militares lo obligaron a renunciar y su lugar fue ocupado en junio de 1959 por Álvaro Alsogaray, quien tenía un fuerte respaldo del ejército. El nuevo funcionario arribó con su grupo de especialistas y esto provocó la renuncia de Meira y la designación de Carlos Juni al frente de la SEEC. La gestión de Alsogaray no llegó a completar los dos años y fue sucesida por otras mas breves. En abril de 1961 asumió Roberto Alemann, que a su vez fue reemplazado en enero de 1962 por Arturo Coll Benegas. La llegada de cada nuevo Ministro implicaba la renuncia de los funcionarios ejecutivos de la SEEC y el arribo de otros nuevos. Así en la SEEC el arribo de Alemann implicó la renuncia de Juni y la designación de Carlos Polledo. A su vez, con el ascenso de Coll Benegas, asumió Vicente Branca
. Cada nuevo grupo ejecutivo que llegaba a la SEEC debía interiorizarse de los problemas y proyectos de energía a nivel nacional ya que los recién designados no tenían contacto con los anteriores
. 

    De manera similar a lo que ocurría en la SEEC, los planteos institucionales también afectaron la conducción de AyEE. Frondizi había designado como director, en julio de 1958, a Raúl Urtasun. Este ingeniero mecánico electricista poseía, según se ha visto, una destacada trayectoria en la Dirección de Servicios Eléctricos y luego en DEMBA
. Con la llegada de Alsogaray en junio de 1959, Urtasun fue desplazado y se lo reemplazó por Vicente Branca.
 El ingeniero Branca se mantuvo en este cargo hasta abril de 1961, cuando asumió como secretario de la SEEC y fue reemplazado por el ingeniero Gabriel Meoli.

     Ante la multiplicidad de decretos, reglamentos y resoluciones referentes al sector eléctrico y frente la diversidad de empresas del Estado Nacional, de los Estados provinciales, de capital privado y cooperativas que operaban en el país, se impuso la necesidad de ordenar la anarquía de disposiciones de carácter jurídico y administrativo que no consideraban una política de alcance nacional. Esto dio origen a la llamada “Ley de Energía” de 1960.

     La mencionada ley apuntaba a atraer los capitales privados hacia las grandes obras de infraestructura y de alta complejidad, aunque la realidad mostraba que estos solo buscaban los negocios de baja inversión y abundante rentabilidad. El debate del proyecto de ley generó muchas críticas por parte de los partidos políticos opositores pero la UCRI obtuvo, a costa de grandes esfuerzos, el quórum necesario para considerarla. Finalmente se aprobó la misma en octubre de 1960
.

     Con la sanción de esta ley se creó el Consejo Federal de la Energía Eléctrica (en adelante CFEE), que era un organismo representativo de los poderes provinciales con el fin compatibilizar las autonomías provinciales con los intereses de la Nación. Su Directorio estuvo presidido por el Secretario de la SEEC y lo integraban representantes de la mencionada Secretaria, el presidente de AyEE, representantes de cada provincia y de Capital Federal y tres miembros de la Cámara de Senadores y Diputados. Sus principales funciones eran las de considerar y coordinar los planes de desarrollo de los sistemas eléctricos del país y someterlos a la aprobación de los respectivos poderes jurisdiccionales, actuar como asesor y consultor del Poder Ejecutivo Nacional y de las provincias en todos aquellos asuntos que interesan a la industria eléctrica.

      A fin de delimitar claramente y de diferenciar las actividades en el proceso eléctrico, en la nueva ley se distinguieron cuatro sistemas: los Sistemas Eléctricos Nacionales (SEN), los Sistemas Eléctricos Provinciales (SEP), los Sistemas Eléctricos del Estado (SEE) y la Red Nacional de Interconexión (RNI).

     Al mismo tiempo ser creó un Fondo Nacional de la Energía Eléctrica (en adelante FNEE) y un Fondo Especial de Desarrollo Eléctrico del Interior (en adelante FEDEI) para la financiación de las obras. El FNEE obtendría sus recursos de diversos aportes y contribuciones del Tesoro nacional, de las tarifas, regalías, recargos, multas y donaciones. Un 80 % se aplicaría a estudios, construcción y ampliación de las centrales, redes y obras complementarias del Estado Nacional. El 20% restante debía ser transferido al FEDEI, que se originaba en la unificación del Fondo de Reserva de Energía Eléctrica y el Fondo Especial de Electrificación Rural existentes. El FEDEI estaría integrado mayoritariamente por excedentes de tarifas y recargos que establecía el Poder Ejecutivo en la Capital Federal y el Gran Buenos Aires. La creación de estos nuevos Fondos determinó en diciembre de 1960 la eliminación del Fondo Especial Compensatorio de Energía Eléctrica que funcionaba desde 1951 y que permitía abonar las mejoras de salarios del personal de las empresas de electricidad.

     La participación de capitales privados para la realización de obras, se contemplaba de algún modo al prescribirse que el ejercicio de particulares en actividades relacionadas con la generación, transformación, transmisión y distribución de la energía eléctrica de jurisdicción nacional requería la concesión o autorización del Poder Ejecutivo. A tal efecto se requería la concesión en dos casos: para el aprovechamiento de las fuentes de energía hidroeléctrica y cuando la generación esta destinada a un servicio público.

     Uno de los proyectos que el Gobierno de Frondizi buscó activar de inmediato fue el del complejo Chocón – Cerros Colorados. En 1958 se llamó a licitación pública para la realización de la obra y se aceptó en principio la oferta conjunta de un grupo formado por empresas italianas, francesas e inglesas, pero la misma no pudo concretarse por las diferencias que surgieron respecto a su costo.

     AyEE encomendó a una firma extranjera norteamericana el estudio de la línea de transmisión desde el Chocón hasta el Gran Buenos Aires, distante 1.000 kilómetros, que determinó que no existía ninguna dificultad técnica en ese aspecto. Al mismo tiempo se conocían las conclusiones de otro estudio de consultores norteamericanos e ingleses encargado anteriormente por el Gobierno, que planteaba que el proyecto del Chocón y la línea al Gran Buenos Aires no era conveniente por diversas cuestiones técnicas. 

     Frente a esto en 1961 el Gobierno decidió crear una Comisión Especial para el estudio del Desarrollo de la zona de influencia de los ríos Limay, Neuquen y Negro (Comahue) dependiente del Senado de la Nación, y que junto con las firmas consultoras Italconsult y Sofrelec, elaboraron un informe preliminar y otro definitivo, en 1962, que recomendó finalmente la ejecución de este conjunto de obras.

      Fue el gobierno de Guido al que le tocó proceder a la ejecución del proyecto definitivo de las obras del complejo proyecto Chocón - Los Cerros Colorados. El primer contrato entre AyEE y las firmas Italconsult y Sofrelec, con la participación de Harza Engineering Company de Chicago, se firmó en julio de 1963
. 

     Durante el gobierno de Frondizi se había creado el Consejo Nacional de Desarrollo (CONADE), que dependía del Poder Ejecutivo Nacional. Esta nueva dependencia se había organizado con el fin de contar con un organismo consultivo de alto nivel técnico y que asumiera la coordinación y ejecución de los estudios para los programas de desarrollo nacional
. El presidente del CONADE era el Ministro de Economía, acompañado por un vicepresidente, siete consejeros y un secretario ejecutivo.

      El gobierno de Guido agregó más funciones al CONADE, como el estudio y asesoramiento respecto del plan general de obras, trabajos públicos e inversiones patrimoniales a realizar en la Administración Pública Nacional, el asesoramiento al Ministerio de Economía con respecto al grado de prioridad para la ejecución de las obras, los contratos con expertos y técnicos, trabajos de asesoramiento a nivel nacional e internacional, y proyectos especiales, sectoriales o regionales en relación con el proceso nacional
. La energía eléctrica fue una prioridad para el CONADE y numerosos estudios analizaban la situación del sector, las posibilidades de las provincias, el aprovechamiento hidráulico y los proyectos más convenientes y económicos
. A pesar de la importancia que suponía la creación y progreso del CONADE, sus planes de largo alcance se diluyeron en la vorágine de las coyunturas políticas.
3.  La situación en el Gran Buenos Aires y la creación de SEGBA

     Con respecto a las empresas privadas de servicios públicos, principalmente la CADE y CEP, el nuevo Gobierno desarrollista planteó una nueva fórmula, a través de la creación de una sociedad mixta, novedosa para entonces, entre el Estado y las mencionadas empresas: los Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires (en adelante SEGBA). Sin embargo la solución planteada generó nuevos problemas y diferencias debido a que la situación legal de las compañías preexistentes había sido seriamente cuestionada por importantes sectores de la opinión pública. 

     En septiembre de 1958 se firmó un Convenio Preliminar y en octubre un Convenio Definitivo entre el Secretario de Estado de Energía y Combustibles Meira y los responsables de la CADE y CEP, José Heriberto Martínez, José Hernández Suárez y Alberto Kurlat
. Este acuerdo se logró de manera apresurada dado que tenía que estar finalizado antes de la visita de Frondizi a Estados Unidos en enero de 1959
.

     La nueva sociedad tendría la finalidad de prestar el servicio público de electricidad en la Capital Federal y partidos de la zona sur del Gran Buenos Aires. Por otra parte, el Estado adquiriría las propiedades de las empresas que atendían los 14 partidos del noroeste del Gran Buenos Aires, para prestar el servicio por su propia cuenta, a través de la empresa estatal Agua y Energía Eléctrica
. Esta adquisición por parte de AyEE se reflejó en el gran incremento de agentes, que pasaron de 12.268 a 22.575 entre 1957 y 1958, así como de los usuarios, que aumentaron de 510.000 a 1.300.000 en los mismos años
.
     A su vez la CADE y CEP se obligaban a la financiación de un programa de obras para el mejoramiento del servicio y aceptaban el mutuo desistimiento de los juicios provocados por la nulidad de las ordenanzas municipales
.

     El capital de SEGBA estaría integrado por una suma que representaba el aporte del Estado y otra por el capital privado. Para el Estado se asignaba, como capital, el valor de todos los bienes que se encontraban afectados al servicio eléctrico de la Capital Federal al 1 de enero de 1908, menos el 2 % de amortización anual sobre todos los demás bienes instalados después de esa fecha a cuyo monto se agregaba el fondo de reparaciones y renovaciones. El capital de las empresas resultaba de la revaluación o actualización de los valores residuales de sus bienes e instalaciones, deducidas las amortizaciones, a razón de un 2 % anual a contar desde la terminación de cada instalación
.

     El mismo convenio dispuso que, fijado el capital, se emitirían las acciones pertinentes a distribuirse en la proporción correspondiente a cada parte. Estas acciones se dividieron en 2 clases: A y B. Las primeras fueron nominativas e intransferibles y se asignaron al Estado; las de clase B, al portador, se entregaron a la CADE y CEP. Estas últimas se dividieron en 10 series de igual número de acciones que el Estado debía adquirir a razón de una serie por año en 10 años consecutivos, a partir del 1° de enero de 1960, lo que llevaría al control total por parte del Estado.

     Las principales diferencias se originaron por el sistema de revaluación de los activos de la CADE. Estos debían pasar al patrimonio municipal conforme los mecanismos de la ordenanza de 1907. Sin embargo el Convenio con la CADE se apartó de los recaudos de la mencionada ordenanza originaria y estableció la actualización del valor de los bienes. La revaluación establecida por el Convenio fue ampliamente criticada en razón de que las concesiones ya vencidas habían establecido  que el ajuste de cuentas se haría por el valor de los bienes, es decir, por lo que costaron en la fecha que los adquirió la Compañía
.

     Otro motivo de discusión fue el de la participación asignada a los antiguos concesionarios en el capital de SEGBA. Según el Convenio de octubre de 1957 sobre un capital total estimado en m$n 7.496 millones, se asignaron 5.346 millones al capital privado, es decir más del 70 % de las acciones. Después de numerosas discusiones en la que intervino una Comisión Verificadora que se pronunció en contra de las empresas privadas, las cuales a su vez protestaron, la SEEC ratificó la distribución accionaria de 1957
. 

     Otro tema conflictivo fue el del rescate de las acciones por parte del Estado. Las diez series de acciones representativas del capital privado debían ser adquiridas a razón de una por año por el gobierno nacional, actualizándose los valores a la fecha del pago.  En 1960 y en 1961 el Estado adquirió las dos primeras series de la clase B cuyo valor nominal, de 1.000 millones cada una, quedó reajustado a un total de 2.911 millones de pesos. Con estos dos rescates, prácticamente el capital privado y el del Estado quedaban igualados. Y fue en ese momento que el gobierno de Frondizi encargó al Doctor Federico Pinedo un nuevo estudio de este asunto, que concluyó con el llamado “Plan Pinedo”, aprobado por decreto en septiembre de 1961
.

     La convocatoria de Pinedo tenía que ver con los proyectos de Frondizi y de su nuevo ministro de economía Álvaro Alsogaray, quienes necesitaban urgentemente un crédito internacional para completar la construcción de la central termoeléctrica Buenos Aires en la Costanera, licitada durante el gobierno militar, y el resto de su plan energético. 

     La instalación de la nueva central eléctrica se había encargado a la empresa estatal AyEE, que había contratado las obras con cuatro empresas inglesas, que proveían la financiación. No obstante, las dificultades del tesoro nacional comprometían el cumplimiento de los contratos y la prosecución de las obras
.

     El Banco Mundial se negaba a conceder un préstamo por varias razones: la desfavorable situación macroeconómica argentina, diferencias técnicas con AyEE respecto de la construcción y la prohibición de la propia carta orgánica del Banco de otorgar préstamos para refinanciar obras en ejecución que ya tenían financiación propia. Pinedo consideraba que para superar esta negativa era fundamental la constitución de una empresa de derecho privado que tomase a su cargo la referida obra.
 Para ello propuso las siguientes medidas, que fueron aprobadas por un decreto de Frondizi: 1) la compra por el Estado de todas las acciones de SEGBA de clase B, 2) que AyEE transfiriera a SEGBA todos los bienes del servicio en los 14 partidos del noroeste, 3) que también traspasara a SEGBA la central termoeléctrica Buenos Aires en construcción y 4) transformar a SEGBA en una sociedad del Estado de derecho privado
.

     La primera medida se cumplió con las misma modalidad de las anteriores compras de acciones de clase B. Las ocho series restantes fueron adquiridas a un precio de 9.032 millones de pesos, por medio del Banco Industrial. De este modo el Estado invirtió en la totalidad de las acciones de clase B la suma de 11.943 millones de pesos, un monto que superaba ampliamente lo estipulado en el Convenio de 1958
. 
     La segunda y tercera medidas se realizaron con total desprolijidad, ya que efectivamente los servicios de los 14 partidos del noroeste y la central termoeléctrica en construcción fueron traspasados de AyEE a SEGBA, pero sin efectuarse ningún revalúo porque los accionistas privados que representaban a la CADE  y CEP se opusieron
.
     Con respecto al cuarto punto hubo que realizar varias modificaciones en la empresa tales como la reforma del estatuto, el compromiso de finalizar un vasto plan de obras antes de 1967 y una nueva base tarifaria. Asimismo se estipulaba que en una etapa posterior el Estado se obligaría a privatizar parte de sus acciones en SEGBA
, y que SEGBA pediría la conformidad del Banco para cuestiones como las del empleo de consultores, la eventual modificación de sus estatutos y la designación del vicepresidente y el gerente general ejecutivo
.

     Finalmente se obtuvo en enero de 1962 el anhelado préstamo del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento por un monto de 95 millones de dólares (12.730 millones de pesos) a 25 años de plazo y con un interés de 5,75 %, cuyo reembolso recién quedaría completado en 1986. Este préstamo era el más importante concedido por esa institución a una sola empresa y uno de los de mayor plazo otorgado hasta entonces
 (ver cuadro 6).
Cuadro 6: Índice de precios al consumidor y tipo de cambio entre 1957 y 1962

	Año
	Índice precios al consumidor
	N° Índice
	Tipo de cambio dólar - peso
	N° Índice

	1957
	0,0000000000215204


	100
	37
	100

	1958
	0,0000000000324419


	150
	70
	189

	1959
	0,0000000000654095


	303
	83
	224

	1960
	0,0000000000775142


	360
	82
	221

	1961
	0,0000000000902486


	419
	84
	227

	1962
	0,0000000001179323


	548
	134
	362


Aclaraciones: El índice de precios al consumidor son los niveles generales en el Gran Buenos Aires. 

Fuente:www.indec.gov.ar/ índice de precios / precios al consumidor / serie histórica y Rapaport, Mario, (2003) Historia económica, política y social de la Argentina, Editorial Macchi, Buenos Aires,  páginas 556 y 564.

     El Plan Pinedo implicó la conformación de una nueva SEGBA. La primera había sido una sociedad anónima mixta entre el Estado y las empresas privadas CADE y CEP, mientras que la nueva se transformó en una sociedad anónima de derecho privado pese a que todas sus acciones estaban en poder del Estado, aunque con el compromiso de que en una etapa posterior el Estado privatizaría parte de las acciones.
 

     La obtención del mega crédito le permitió al Gobierno completar la adquisición de todas las usinas de otros grupos extranjeros en el interior del país. Ya se había pactado la adquisición de compañías del grupo ANSEC
, que incluía la posesión de todos los bienes muebles e inmuebles e instalaciones de cualquier naturaleza destinadas a la producción, transformación, transmisión, distribución y venta de energía eléctrica y a la explotación de los sistemas tranviarios en el país. Una parte del costo fue pagado al contado (150 millones de pesos) y el resto, que sumaba 21.500 millones se abonaría en dólares en un plazo de quince años
 El grupo ANSEC accedió a vender sus empresas porque su zona de influencia, salvo algunas excepciones, no presentaba entonces un gran dinamismo y se requería una gran inversión en la renovación de equipos que superaba las posibilidades del grupo
. El estado de los equipos adquiridos determinó que AyEE no aceptase hacerse cargo de los mismos y por eso se transfirieron a los servicios provinciales respectivos.

    Luego le llegaría el turno a SUDAM. La SEEC en representación del Gobierno y la Banque Suisse de Basilea de Suiza celebraron un contrato por el cual esta última le transfería al Estado argentino el resto del paquete accionario de la SUDAM, dado que una compra parcial de usinas se había realizado en marzo de 1955

    La otra gran empresa extranjera era la CIAE, con la que el Gobierno, a través de la SEEC, firmó un contrato por el que revisó favorablemente los términos de su concesión en 1961
. Sus principales características fueron el desconocimiento de la ordenanza 8.029, la supresión de la obligación de la empresa de entregar al término de la concesión las instalaciones en perfecto estado de conservación y funcionamiento, y un mecanismo de revalúo por el que sus bienes pasaron de m$n 579 millones en 1960 a m$n 6.408 al año siguiente, y el capital suscripto de m$n 300 millones a m$n 3.300 millones
. Cabe consignar que en relación a la CIAE, Pinedo había recomendado que era mejor dejarla de lado para no complicar las cosas,
 invocando que su desempeño en la producción de energía eléctrica estaba en descenso (apenas superaba el 12 % de la producción total de electricidad - ver cuadro 2).
4. Un actor dinámico en un período complejo: las cooperativas eléctricas

     Las cooperativas eléctricas mantuvieron una presencia minoritaria, pero sumamente dinámica, principalmente en las zonas de más baja densidad de población. Aunque su participación en la producción de energía eléctrica seguía siendo minoritaria, aumentó notablemente pasando de 125 a 350 millones de kwh. del total nacional entre 1955 y 1962 (véase el cuadro 2).
     El número de cooperativas eléctricas se duplicó, de 277 a 557, entre 1955 y 1962. En el mismo período el conjunto de las cooperativas de todo el país apenas creció un 10% (ver cuadro 7).

Cuadro 7: Clasificación de las cooperativas por rubros entre 1955 y 1962
	Coop
	1955
	1958
	1960
	1962

	
	Nº
	N° índice
	Nº
	N° índice
	Nº
	N° índice
	Nº
	N° índice

	Agric.
	775
	100
	778
	100
	653
	84
	652
	84

	Tamb.
	481
	100
	500
	103
	503
	104
	503
	104

	Cons.
	306
	100
	314
	102
	310
	101
	289
	94

	Elect.
	277
	100
	387
	139
	488
	176
	557
	201

	Cred.
	141
	100
	182
	129
	233
	165
	313
	221

	Otras
	800
	100
	887
	110
	887
	110
	970
	121

	Total
	2.780
	100
	3.048
	109
	3.074
	110
	3.284
	118


Observaciones: Agric: cooperativas agrícolas, Tamb: cooperativas tamberas, Elect.: cooperativas eléctricas, Cons: cooperativas de consumo, Cred: cooperativa de crédito.

Fuente: Ministerio de Economía, Secretaria de Comercio, Dirección de Cooperativas, Síntesis estadística, sin editorial, Buenos Aires, 1956 - 1962.

Conclusiones
    El período que transcurre entre 1955 y 1962 modificó sustancialmente la situación de la energía eléctrica en el país. Tras la caída de Perón las sucesivas administraciones gobiernos militares y civiles hicieron hincapié en la gravedad del déficit energético existente e intentaron diferenciarse del gobierno anterior a través de medidas más radicales.

   El breve gobierno de Lonardi y el posterior de Aramburu contaron para el diseño de sus políticas con el asesoramiento económico de Raúl Prebisch. Los organismos y empresas estatales (AyEE, DNE y DNEC)) en materia energética se mantuvieron. En la mayoría de los casos los proyectos de la anterior etapa fueron tomados como propios y continuados. Así sucedió con la construcción de la usina termoeléctrica de San Nicolás, las investigaciones en energía atómica y los principales proyectos de hidroelectricidad.

     La importante participación de la marina de guerra en el golpe de 1955 y el desempeño de su titular, el contralmirante Isaac Rojas, como vicepresidente, determinaron una fuerte injerencia de esta fuerza en diversos organismos relacionados con la energía eléctrica.

      Con la caída del peronismo continuaron por un lado las construcciones de nuevas centrales sobre la base de los proyectos anteriormente elaborados y hubo una clara vocación de dar mayor protagonismo al sector estatal. Las empresas extranjeras empezaron a ser cuestionadas por las leyes que habían prorrogado las concesiones, hasta que la llegada de Frondizi en 1958 dio un corte a esta situación: el Estado adquirió todas las usinas pertenecientes al grupo ANSEC y el resto de las usinas de SUDAM que fueron a integrar el activo de AyEE, y con el grupo más importante la CADE y CEP se formó una empresa mixta, SEGBA, en la que el Estado iba a tomar gradualmente mayor participación. Los avatares posteriores llevaron a transformar a SEGBA en una sociedad anónima de derecho privado. También se modificaron los órganos estatales que controlaban la energía eléctrica y se impuso la llamada “Ley de Energía” de 1960, intentando atraer capitales privados hacia las grandes obras de infraestructura y de alta complejidad. 
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